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«Año del Bicentenario del Perú: 200 años de Independencia»
Defensoría del Pueblo Perú
Informe de aportes a los Mecanismos Especiales en materia de orientación sexual e identidad de género solicitada por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos
La Defensoría del Pueblo del Perú, de conformidad con el artículo 162° de la Constitución Política del Perú y el artículo 1° de su Ley Orgánica, tiene como función la defensa de los derechos constitucionales y fundamentales de la persona y de la comunidad, así como la supervisión del cumplimiento de los deberes de la administración estatal y la adecuada prestación de los servicios públicos.
Entre sus funciones, se encuentra la promoción y vigilancia de los derechos humanos, coadyuvando en la implementación de políticas públicas a favor de las personas lesbianas, gays, bisexuales, trans e intersex en Perú (en adelante personas LGBTI). En ese sentido, el presente informe da cuenta sobre la situación de los derechos humanos de las personas LGBTI en el Perú, específicamente en torno a violencia y discriminación. 
Situación de los derechos humanos de las personas LGBTI en el Perú: violencia y discriminación
Tal como fue desarrollado ampliamente por la Defensoría del Pueblo, en su Informe Defensorial 175, “Derechos humanos de las personas LGBTI: Necesidad de una política pública para la igualdad en el Perú”[footnoteRef:1], en el Perú las personas LGBTI afrontan una serie problemas en el ejercicio de sus derechos a causa de los prejuicios, estereotipos y estigmas que existen sobre su orientación sexual e identidad de género, lo que las convierte en un grupo especialmente vulnerable a la violencia y discriminación.  [1:  Disponible en: https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/05/Informe-175--Derechos-humanos-de-personas-LGBTI.pdf] 

Si bien uno de los problemas advertidos por la Defensoría en dicho informa es la ausencia de información oficial y estadística sobre la materia, se cuenta con algunos datos como los arrojados en la «Encuesta para medir la opinión de la población peruana en relación con los Derechos Humanos», llevada a cabo por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en el 2013.[footnoteRef:2] Si bien dicha encuesta abordó temas de igualdad y no discriminación en general, algunas preguntas abordaron la problemática de discriminación hacia las personas LGBTI. En ese sentido, la encuesta arrojó que el 93% de los encuestados/as indicó que este colectivo se encuentra más expuesto a la discriminación, así como al maltrato físico (88%), al maltrato verbal (92%), a las amenazas (84%) y al chantaje (78%).  [2:  Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. Encuesta para medir la opinión de la población peruana en relación con los Derechos Humanos. Año 2013.] 

Por otro lado, los resultados de la encuesta también reflejaron las actitudes y percepciones discriminadoras hacia las personas LGBTI. En efecto, un 45% de las personas encuestadas consideró que las LGBTI no deberían ser docentes en colegios y un 59% que no deben tener derecho al matrimonio civil.
A ocho años de dicha encuesta, y a pesar de los enormes esfuerzos que se han dado para superar los problemas que afrontan las personas LGBTI en el país, a través de la formulación de políticas públicas orientadas a incorporar el enfoque de género desde un enfoque de derechos humanos y de diversidad sexual, una reciente encuesta da cuenta de que, en la realidad, los prejuicios vinculados a las personas LGBTI prevalecen y que su vulnerabilidad a la violencia y discriminación no han disminuido.
En efecto, la II Encuesta Nacional de Derechos Humanos[footnoteRef:3] arrojó que el 71% de peruanos considera que la población LGBT es discriminada en el Perú. Esta cifra los ubica como una de las poblaciones vulnerables más discriminadas en el país.  [3:  Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. II Encuesta Nacional de Derechos Humanos. Año 2020.] 

Sin embargo, a pesar de que se reconoce que la discriminación es un problema se identifican también en las personas encuestadas actitudes que predisponen a la discriminación. Esto es que, a pesar de que 7 de cada 10 peruanos reconocen la discriminación hacia la población LGBT; 4 de cada 10 no estarían dispuestos a contratar a una persona trans y 3 de cada 10 no contratarían a una persona homosexual. En el ámbito rural y entre mayores de 40 años, estarían menos dispuestos a contratar personas trans y homosexuales.
Es importante señalar que, en relación a la violencia que afecta a las personas LGBTI, en el Perú no existía información estadística oficial, sino hasta el año 2017 que el Instituto Nacional de Estadística e Informática realizó la “Primera Encuesta Virtual para personas LGBTI” [footnoteRef:4], con el fin de que las autoridades públicas y sociedad civil implementen políticas, acciones y estrategias que garanticen su reconocimiento y protección en los diferentes ámbitos públicos y privados. De acuerdo a esta encuesta realizada a personas LGBTI, el 62.7% señaló haber sido víctima de violencia o discriminación, siendo un 17.7% víctima de violencia sexual44. Solo un 4.4% del total de personas agredidas o discriminadas denunció el hecho ante las autoridades, y de estas el 27.5% señaló haber sido atendido mal y el 24.4% señaló haber sido atendido muy mal en el lugar donde denunció. [4:  Instituto Nacional de Estadística e Informática, Primera Encuesta Virtual para personas LGBTI, 2017] 

Asimismo, en dicha encuesta se determinó que el “56,5% de la población LGBTI siente temor de expresar su orientación sexual y/o identidad de género, señalando como principal motivo el miedo a ser discriminado y/o agredido (72%)
La violencia hacia las personas LGBTI en el Perú también ha sido abordada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que reportó 24 atentados contra la vida y la integridad entre enero de 2013 y marzo de 2014 (17 asesinatos y 7 agresiones) entre enero de 213 y marzo de 2014.[footnoteRef:5] Asimismo, en sentencia recaída en el caso Caso Azul Rojas Marín y otra vs Perú la Corte IDH concluye que en la sociedad peruana existían y continúan existiendo fuertes prejuicios en contra de la población LGBTI, que en algunos casos llevan a la violencia.[footnoteRef:6] [5:  Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Anexo de los casos contenidos en el documento: Una mirada a la violencia contra personas LGBTI. Un registro que documenta actos de violencia entre el 1 de enero de 2013 y el 31 de marzo de 2014. Debe precisarse que todos los casos incluidos en el registro fueron obtenidos por medio de fuentes periodísticas, la sociedad civil y otras secundarias debido a la ausencia de datos oficiales.]  [6:  Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra vs Perú. Sentencia del 12 de marzo de 2020. Párr. 51.] 

En el Perú aún no se cuentan con políticas públicas específicas para abordar la problemática de las personas LGBTI. Si bien la jurisprudencia emitida por el Tribunal Constitucional y la inclusión expresa de la orientación sexual y la identidad de género como motivos prohibidos de discriminación plausibles de sanción penal en el artículo 323 del Código Penal, se consideran importantes avances en materia de protección de los derechos de las personas LGBTI frente a la violencia y discriminación de la que son víctimas en base a estereotipos y prejuicios dominantes en la sociedad y a una estructura social e institucional que no reconoce sus derechos en igualdad; lo cierto es que, en la práctica, estos cambios no han representado una mejora en la vida de las personas LGBTI por diversas razones.
Entre ellas podemos señalar la falta de implementación de un registro de denuncias e investigaciones fiscales que involucren delitos contra la vida, el cuerpo y la salud, y discriminación, en agravio de personas LGBTI en todas las Fiscalías a nivel nacional. Asimismo, en el caso de aquellas en las que se cuenta con dicho sistema, no existen protocolos para su implementación. ¿Qué problemas trae esa situación? Que los delitos contra la vida, el cuerpo y la salud, valga decir, los actos de violencia que se comentan contra personas LGBTI, no son registrados de forma diferenciada, en ese ese sentido, no se cuenta con información institucional que permita establecer los índices de violencia que afectan a esta población ni los patrones que caracterizan estos delitos, lo que permitiría profundizar en aspectos más estructurales.
Lo expuesto, se extrapola a todo el sistema de justicia, lo que genera un estado de desprotección para las personas LGBTI frente a la violación sistemática de sus derechos y representa una limitación en el ejercicio de sus derechos fundamentales en condiciones de igualdad.
En relación al derecho a la identidad de género, a pesar de haber sido reconocido como parte esencial de derecho a la identidad por parte del Tribunal Constitucional y, en consecuencia, haberse establecido que constituye un derecho fundamental contar con un documento de identidad que refleje la identidad de género de las personas trans, en el Perú aún no se ha implementado ningún procedimiento que permita la adecuación de los registros civiles y de identidad para las personas trans. Esta situación, no solo no se condice con nuestro marco normativo y constitucional en materia de igualdad y no discriminación, sino que además contraviene los criterios jurisprudenciales vinculantes del Tribunal Constitucional. Es importante señalar que la Corte IDH, en sentencia expedida en el caso Azul Rojas Marón Vs. Perú ordenó al Estado peruano la implementación de un protocolo de investigación y administración de justicia durante los procesos penales para casos de personas LGBTI víctimas de violencia; capacitar y sensibilizar a la Policía Nacional del Perú, al Ministerio Público, al Poder Judicial y al serenazgo; recopilar datos y cifras vinculadas a casos de violencia, entre otras acciones. 
Este mandato de la Corte IDH se condice con las recomendaciones formuladas por la Defensoría del Pueblo en su Informe Defensorial 175, “Derechos humanos de las personas LGBTI: Necesidad de una política pública para la igualdad en el Perú” y el Informe de Adjuntía Nº 007-2018-DP/ADHPD, “A dos años del Informe Defensorial Nº 175. Estado actual de los derechos de las personas LGBTI”. En ambos informes la Defensoría del Pueblo recomendó implementar un registro de procesos judiciales que involucren delitos contra la vida, el cuerpo y la salud, y discriminación en agravio de las personas LGBTI; aplicar el principio de diligencia debida al resolver estos casos; capacitar a los jueces sobre diversidad sexual y resolver los procesos judiciales de cambio de nombre y sexo de acuerdo a los estándares internacionales, en un plazo razonable, sin exigir pruebas médicas o psicológicas.
En relación con lo señalado, es importante resaltar que, atendiendo a las recomendaciones formuladas por la Defensoría del Pueblo, en el año 2020 el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial aprobó su adhesión a la actualización de las “Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de Personas en Condiciones de Vulnerabilidad”, incluyendo como causas de vulnerabilidad la orientación sexual e identidad de género de las personas. Con ello el Estado peruano ratifica su compromiso de garantizar el acceso a la justicia a las personas en condición de vulnerabilidad y reconoce como una de las causas de esta condición las acciones o conductas discriminatorias hacia las personas por razones de orientación o identidad sexual o por razones de género. 
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